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SECRETARIA GENERA   Y   COMUN
NOllFICACION  POR ESTADO

CONTENIDO  DE  LA NOTIFICACIÓN
TIPO  DE  PROCESO Ord¡nario  de  Responsab¡lidad  Fiscal
E NTI DADAFECTADA

ADMINISTRACIÓN  MUNICIPAL  DE SAN  LUIS TOLIMA

IDENTIFICACIONPROCESO
112-155-2018

PERSONAS A

CARLOS   EDUARDO   ROJAS   CASTRO,   Ident¡ficado   con   Cédula   No.
1.11O.602.981  apoderado  de  oficio  de  los  herederos  indeterminados
del   señor   Gu¡Ilermo   lgnacio   AMra   Estrada;   asi'   como   al   Doctor

N OTI FICAR ELMER   DARIO    MORALES   GALINDO   ldent¡ficado   con    Cédula    No.
93.384i967  y  T.P   127693  del   CSJ   apoderado  de  la  Compañía  de
Sequros  La  Previsora  S.A.

llPO DE AUTO
AUTO  DE  PRUEBAS   NO.066

FECHA  DEL AUTO
23  DE  NOVIEMBRE  DE 2022

RECURSOS  QUEPROCEDEN

CONTRA  EL ARTÍCULO  PRIMERO  (O1)  QUE  NIEGA  LA  PRACTICA  DE
LAS   PRUEBAS,   PROCEDE   EL   RECURSO   DE   REPOSICIÓN  ANTE   LA
DIRECCION  TECNICA  DE  RESPONSABILIDAD  FISCAL Y EL RECURSO
DE  APELACIÓN  ANTE  EL  DESPACHO  DE  LA  SEÑORA  CONTRALORA
DEPARTAMENTAL      DEL     TOLIMA,      DE      CONFORMIDAD      A      LO
EXPUESTO  EN  EL  ARTÍCULO  51  DE  LA  LEY  610  DE  2000,  DENTRO
DE  LOS CINCO  (5)  DIAS SIGUIENTE A LA NOTIFICACIÓN

Se  fija  el  presente  ESTADO  en  un  lugar  públ¡co  y   vis¡ble  de  la  Cartelera  de  la  Secretaría
Común -Secretaria  General  de  la  ContraloriJa  Departamental  deI Tolima,  a  las  O7:00  a.m.,
del  día  25 de  nov¡embre de  2022.

ANDREA MOLINA ARAMENDIZ
Secretaria  General

NOTA  DE  DESFIJACION  DEL ESTADO

El   presente   ESTADO   permanec¡ó  fijado   en   un   lugar  públ¡co  y  v¡sible  de   la   Secretaría
Común  -  Secretaría  General  d'e  la  Contraloría  Departamental  del  Tolima,  desde  la  hora  y
fecha fijada  hasta  el  día  25 de noviembre de  2022 a  las O6:00  p.m.

ANDREA  MARCELA  MOLINA ARAMENDIZ
Secretaria  GeneraI

ElaborÓ:  Consuelo Qu¡ntero
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AUTO DE PRUEBAS NUMERO   O66   DENTRO DEL PROCESO DE
RESPONSABILIDAD FISCAL ADELANTADO ANTE LA ADMINISTRACIóN

MUNICIPAL DE SAN  LUIS-TOLIMA, RADICADO NO 112-155-2018

Ibagué-Tolima, 23 de nov¡embre de 2022

Los  suscritos func¡onarios  de  conoc¡m¡ento y sustanc¡ador adscritos  a  la  D¡rección Técn¡ca
de   Responsabilidad   Fiscal   de  la  Contraloría   Departamental   del  To'ima,   en  virtud   de  la
competenc¡a   establec¡da   en   la   Ley  610   de   200O,   normas   concordantes  y   la   com¡sión
otorgada   med¡ante  Auto  de  Asignac¡ón   NO  O22  del   O4  de  marzo  de  2022,  proceden  a
estud¡ar  la  petic¡ón  de  práctica  de  pruebas  presentada  por  una  de  las  partes,  dentro  del
proceso  radicado  bajo  el  número  112-155-2018,  adelantado  ante  ante  la  administración
municipal  de San  Lu¡s-Tolima,  basados en  lo siguiente:

CONSIDEFLACION ES

Mediant.e  memorando  O541-2018-111,  rec¡b¡do  e'  27  de  nov¡embre  de  2018,  la  D¡rectora
Técnica  de  Control  F¡sca'  y  Med¡o  Ambiente,  envía  a  esta  Dirección  Técnica,  el  hallazgo
fiscal   número   O122  del   20   de   nov¡embre   de   2018,   producto  de   una   aud¡toría   exprés
pract¡cada   ante   la   admin¡stración   mun¡c¡pal   de   San   Luis-Tolima,   a   través   del   cual   se
prec¡sa:

Que  por  medio  de  la  querella  policial  laboral,  suscr¡ta  por  el  señor  JOSE  ASMED  OSPINA
SANCHEZ,   en   su   condición   de   Pres¡dente   de   la   Junta   D¡rectiva   deI   S¡nd¡cato   Un¡tar¡o
Nacional  de  Trabajadores  del  Estado  ``SUNET  Seccional  Tol¡ma,  de  fecha  31  de  jul¡o  de
2012,  rad¡cado  interno  194,  se  demandó  al  munic¡pio  de  San  Luis-Tol¡ma,  por  la  presunta
violac¡ón  a  los  derechos  constitucionales  fundamentales  consagrados  en  los  artículos  13,
23,  38,  39  y  55  de  la  Constituc¡Ón  Polít¡ca,  representado  por  el  señor  Gu¡llermo  lgnac¡o
AMra  Estrada,  en su condición de Alcalde Mun¡c¡pal.

Producto  de  la  anterior  acción,  el  M¡n¡sterio  de Trabajo  exp¡d¡ó  la  Resoluc¡Ón  No.  000463
del  19  de  d¡c¡embre  de  2014,  a  través  de  la  cual  se  sanciona  con  una    multa  por valor de
$6.160.000.oo,  al  señor Guillermo  lgnac¡o AMra  Estrada,  en  su  cond¡c¡ón  de Alcalde del
Munic¡p¡o  de San  Luis,  para  la  época  de  los  hechos,   por haber desped¡do trabajadores s¡n

justa  causa  al  gozar del  amparo  del  fuero s¡ndical,  según  las  consideraciones  de  la  c¡tada
Resoluc¡ón.

Así  m¡smo,  con  Resolución  No.  000419  del  O9  de  octubre  de  2015,  se  resuelve  el  recurso
reposición  ¡nterpuesto  por  el  señor  José  Asmed  Osp¡na  Sánchez,  Presidente  de  la  Junta
Directiva  deI  Sind¡cato  Unitario  Nacional  de  Trabajadores  del  Estado  ``SUNET'J,  Seccional
Tolima,  y  por  e'  apoderado jud¡c¡al  del  c¡tado  Municipio,  señor  R¡cardo  Giovanny  Rondón
Meneses, donde se resuelve confirmar la sanc¡ón de multa equivalente a $6.160.000.oo.

Posteriormente,   por  med¡o  de   la   Resolución   No.   000207  del   22  de  jun¡o  de   2016,   se
resuelve   el   recurso   de   apelac¡ón   interpuesto   por   el   doctor   Ricardo   G¡ovanny   Rondón
Meneses,  apoderado Judicial  del  munic¡p¡o de San  Luis,  confirmándose la  sanción  de  multa

¡mpuesta  por  la  suma  de  $6,160.000Ioo y contra  el  Alcalde  Municipal  de  San  Luis,  para
la  época  de los hechos.

En  este sentido,  Ia Adm¡n¡strac¡ón  Munic¡pal  de  San  Luis,  mediante el  g¡ro  Presupuestal  de

gastos-GG1   20150OO113   del   O5   de   febrero   de   2015,   pagó   al   Serv¡cio   Nacional   de
Aprendizaje  ``SENAJ',   por  concepto  de  sanc¡ón   de   multa   ¡mpuesta   por  el   M¡nister¡o  de

Aprobado 28 de mayo de 2021 COPIA CONTROLADA
La copia o impres¡ón de este documento, le da el carácter de INo Controlado" y el SGC no se hace responsable por su consulta o uso.
La. versión actualizada y controlada de este documento, se consulta a través de la pádna web en el espacio ded¡cado al SGC.
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Trabajo Territ:or¡al Tolima,  la suma  de $6.160.000,oo, valor cancelado que se corrobora en

eI  Libro Aux¡l¡arde  bancos del  mes de febrero de 2015,              i

Que  así  las  cosas,  se  infiere,  que  el  hecho  que  or¡g¡nó  la  sanción  de  multa  por  valor  de
$6.160.000.oo,  y  de  paso  un  daño  patrimon¡al  al  Estado, 'obedec¡ó  a  un  actuar  omiso
del  señor  GUILLERMO  IGNACIO  ALVIRA  ESTRADA,  Alcalde  Municipal  de  San  Luis-
Tolima,  para  la  época  de los  hechos,  al  no  haber dado cumplim¡ento a  los artículos  13,  23,
38,  39  y  55  de  la  Const¡tuc¡ón  Política,  Ios  cuales  se  relac¡onan  con  la  presunta  violac¡ón
de   derechos   const¡tuc¡onales   fundamentales,   der¡vados   dei  la   relac¡ón   laboral   con   los
servidores  públicos  bajo  su  subordinac¡ón  laboral,  al     habe+  desped¡do  unos  serv¡dores

públ¡cos  con  fuero  s¡nd¡cal,  no  perm¡t¡rles  el  derecho  de  asoc¡ac¡ón  y  no  cumplir  con  los
comprom¡sos  de  las  convenciones  de  trabajo;  todo  lo  anter¡or,  producto  de  una  gestión
f¡scal  antieconómica,  ineficaz  e  ¡neficiente  que  en  térm¡nos  generales  no  cumple  con  los
comet¡dos y fines esenc¡ales del  Estado.

Una  vez  analizada  la  situación  expuesta,  med¡ante  el  Auto  No  O12  del  18  de
febrero  de  2019,  se  ordenó  la  apeltura  de  investigación  fiscal,   hab¡éndose
vinculado como  presunto  responsable  para  la  época  de los hechos, al  señor GUILLERMO
IGNACIO ALVIRA ESTRADA,  ident¡ficado con  la  cédula  de,c¡udadanía  No.  3.046.352 de
G¡rardot-Cund¡namarca,  qu¡en  fung¡ó  como  Alcalde  Mun¡cipal!de  San  Lu¡s-Tolima,  durante
el  per¡odo  2012-2015;  y como  tercero  civilmente  responsable,  garante,  a  la  compañía  de
seguros  LA PREVISORA S.A,  d¡st¡ngu¡da  con el  NIT 860.002i400-2,  qu¡en el  21-10-2014,
expid¡ó   la   póliza   3000002,   tomador   munic¡p¡o   de   San   Lu¡s-Tolima,   con  v¡gencia   desde
17/10/2014  hasta  el   17/10/2015,  valor  asegurado  de  $20.000.000.oo,  amparándose  allí
los   fallos   con   responsabil¡dad   fiscal;   por  el   presunto   daño   patrimonial   ocasionado   al
munic¡p¡o   de   San   Lu¡s,   en   la   suma   de   $6.160.000.oo,   correspond¡entes   a   la   sanc¡ón
¡mpuesta  por el  Min¡sterio de Trabajo-Terr¡tor¡aI Tol¡ma  (fol¡os 33 al 40).

l

Una  vez  notificado  por  aviso  el   mencionado  Auto  de  Apertura  al   presunto  responsable
fiscal  (28  de  febrero  de  2019),  conforme  lo  establece  el  artículo  106  de  la  Ley  1474  de
2011  y normas concordantes,  y comun¡cado al  tercero civ¡lmente  responsable,  garante,  taI
como  se  evidencia  a  fol¡os  41,  46  y  47,  se  observa  que  el  señor  Guillermo  lgnac¡o  Alv¡ra
Estrada,  no acudió  a  presentar la vers¡ón  l¡bre y espontánea  prop¡a de este proced¡m¡ento,
habiéndosele designado como apoderada  de ofic¡o  para  que  representara  sus ¡ntereses;
esto  es,  le garant¡zara  el  debido  proceso y derecho a  la  defensa  según  las indicac¡ones del
artículo  29  de  la  C.N  y artículos 42 y 43  de  la  Ley 610 de 2000,  a  la  estudiante de derecho
adscrita  al  Consultor¡o  Jurídico  de  la  Un¡vers¡dad  Cooperat¡va  de  Colombia,  señora  Lauren
Dayanna  Noguera  Monroy,  ¡dentificada  con  la  C.C No  1.110.593.819  de lbagué,  quien  una
vez  posesionada  del  cargo  conoció  debidamente  del  proced¡miento  adelantado  (folios  76
al   81);   por  su   parte,   la   compañi'a   de   seguros   LA   PREVISORA  S.A,   allega   poder
confer¡do  al  abogado  Carlos  Alfonso  Cifuentes  Neira,  a  quien  se  le  reconoc¡ó  personería
juríd¡ca  para  actuar  mediante Auto  del  15  de  marzo  de  2019,risegún  consta  a folios 49-53,
59  y  62.     Posteriormente,  la   referida  compañía  de  seguros  La   Prev¡sora  S.A,  allega
nuevamente    poder    conferido    a    la    firma    denom¡nada    MSMC    &   ABOGADOS    SAS,
representada  por  la  abogada   Margar¡ta  Saavedra   MacÍ'ausland,  quien  a  su  vez  otorga
poder  a  la  abogada  Olga  Lucía  González  Castillo,  a  qu¡en  el  Despacho  con  Auto  del  O2  de
febrero de 2022,  le reconoce personería jurídica  para actuar (foI¡os 82 aI  86). No obstante
lo   anterior,    la    menc¡onada   abogada    Margar¡ta   Saavedra  J MacJ'ausland,    reemplaza   al
apoderado  ¡n¡c¡almente  presentado  y  otorga  poder  al  abogado  ELMER  DARIO  MORALES
GALINDO,  qu¡en  fue  reconoc¡do  como  apoderado  para  act:uar conforme  al  Auto  del  23  de
febrero de  2022 (fol¡os 92,  93,  96 y 97).                                            i

Ahora   bien,   como   el    DesPacho   conoc¡ó   del   fallecimiento   del   señor   GUILLERMO    --l
IGNACIO ALVIRA ESTRADA,  ident¡ficado  con  la  cédula  de ciudadanía  No.  3.046.352 de
Gjrardot-Cund¡namarca,  en  su  cond¡c¡ón  de  Alcalde  Municipal  de  San  Luis-Tol¡ma,  para  la

Aprobado 28 de mayo de 2021  COPIA CONTROLADA
La copía o impresión de este documento, le da el carácter de {No Controlado" y el SGC no se hace responsable por su consulta o uso.
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época  de  los  hechos  que  se  investli¡gan,  a  través  de  la  radio  como  Ondas  de  lbagué  y
med¡os de comunicación  como el  periód¡co  EI  Nuevo  Día,  hecho  notorio que da  cuenta  que
el  alud¡do  exserv¡dor  público  fállec¡ó  el  día   12  de  abril   de  2021,  se  sol¡citó  y  allegó  al
expediente  el  respet¡co  Cert¡ficado  de  Defunc¡Ón-Ind¡cat¡vo  Serial  O6000557  expedido  por
la  Registraduría  Nac¡onal  del  Estado  Civil  del  Munic¡p¡o  de  San  Luis,  documento  éste  que
corrobora  lo enunciado.

En el  presente caso, respecto al fallec¡m¡ento del  implicado, el artículo 19 de la Ley 610
de   2000,   contempla   lo  s¡guiente:   "fn  e/  eMenío  en  gue  soón3i¢nga  /a  mwe,Zig  c/e/
presunto    responsable    fiscal    antes    de    proferirse    fallo    con    responsab¡l¡dad    fiscal
deb¡dapiente ej_ecutoriado, se c¡tarán y em_IJlazarán a sus herederos con  qu¡enes se
seguirá   el   trámite   del   proceso   y   qu¡enes   responderán   hasta   concurrenc¡a   con   su
pam-cxPacrión en /a s4,ctasáór7, " (Negrillas y subrayado fuera de texto).

La   c¡tada   disposición   fue   declarada   exequible   por   la   Corte   Constituc¡onal,   mediante
Sentenc¡a  C-131  de  2003  del  18  de  febrero,  donde  el  Mag¡strado  Ponente  Manuel
José   Cepeda    Esp¡nosa,   señala   como-lo   ha    hecho   en    reiteradas   ocasiones,   que   la
responsabil¡dad  fiscal  no  t¡ene  un  carácter  sanc¡onator¡o  n¡  pena/,  s¡endo  la  fiinal¡dad  del
proceso  que  la  declara,  de  naturaleza  resarc¡tor¡a,  pues  busca  obtener  la  ¡ndemnizac¡Ón
por el detrimento patr¡mon¡al  ocasionado a  la ent¡dad estatal.  De ¡gual  modo,  para fa/larse
con   responsabil¡dad   f¡sca/,   debe   determ¡narse   que   el   servidor   público,   ex  serv¡dor  o
particu/ar  imputado,  obró  a  título  de  dolo  o  culpa  grave.  El  sujeto  pas¡vo  del  proceso  de
responsab¡l¡dad  fiscal  ind¡scut¡blemente  debe  ostentar  la  cal¡dad  de  gestor fiscal,  ca/¡dad
en sent¡do sustanc¡al  que no se podrá  confund¡r con  la cal¡dad de las personas llamadas a
sucederle  procesa/mente,  eis así que  la  misma  corte  indica  que  la  muerte del  responsable
fiscal  no  es  un  obstáculo  para  el  resarc¡miento  de  los  daños  ocas¡onados  al  patrimon¡o
públ¡co;  ello  porque  la    sucesión  procesal  perm¡te  la  v¡nculac¡Ón  de  los  herederos,  como
d¡rectos  ¡nteresados  en  la  protecc¡Ón  de  la   un¡versal¡dad  patr¡mon¡al  de  la  cual  tienen
parte,  para  que  ¡nteNengan  en  el  proceso,  con  lo  cual  tamb¡én  se  protegen  p/enamente
sus  derechos  const¡tucionales,  en  espec¡al  /os  derechos  a  la  prop¡edad,  a  la  defensa  y al
deb¡do proceso,

Por  otra  parte,  ind¡ca  la  Corte  sobre  la  sucesión  procesal,  que  ésta  ópera  /Jpsio /t,ffi  "..,
aunque  el  reconocimiento  de  los  herederos  en  el  proceso  depende  de- la  prueba  que
aporten  de  su  cond¡ción,  ahora  b¡en,  ex¡sten  procesos  c¡viles  en  los  que  están  en juego
derechc!s personalís¡mos y en  los que a la  muerte de una de /as partes no puede operar la
suces¡Ón   procesal,  como   por  ejemp/o  en   los  procesos  de  d¡vorc¡o,  de  separación  de
cue_rpos  o _de  nu/¡dad  del  piatr¡monio.  En  el/os  la  muerte  de  una  de  las  partes  ¡mpl¡ca  la
c_ulm¡nac¡Ón  de  la  actuación  procesal.  De  tales  casos  es  necesar¡o  distingu¡r,  entre  otros,
los relpt¡vos a  la  responsabil¡dad f¡scal,  pues s¡ su objeto es resarcir el  perju¡c¡o que con  la
gfst¡én fiscal  ha tenido  lugar,  esto es,  s¡endo su  ¡nterés  patrimonial,  /a  muerte de/  gestor
fisca_l  no  ¡mpide d¡cha  final¡dad,  puesto  que  la  respect¡va  acción  persigue  es  el  patr¡mon¡o
de la persona y no a la persona m¡sma.

La doctr¡na es recurrente al señalar que de lo que se irata es de una   suces¡Ón meramente
procesal   que   en   na_da   mod¡fica   /a   relac¡Ón   sustanc¡al   ¡nherente   a/   derecho   que   se
controv¡erte.   De  allí  entonces  que  se  pueda  afirmar  que  el  su¡eto  pas¡vo  dentro  del
preceso c!e respon§_ab¡l¡dad sólo puede ser aquel que tenga  la cal¡dad de gestor fiscal, y al
rr¡sme  tiempo  señalar que  en  caso  de  muerte  del  gestor el  proceso  se  segu¡rá  con  sus
herederos,  sin  que  haya  lugar  a  confund¡r al  eventual  obl¡gado  en  /a  relación  sustancial
con   _la    p_arte__ procesal,    por   suces¡Ón,   en    el    respect¡vo    proceso   de   responsabil¡dad
patr¡mon¡al..."

En  este  orden  de  ¡deas,  una  vez  se  presenta  el  fállecim¡ento  de  una  de  las  partes  en  el
proceso,  según  lo  establecido  en  el  artículo  68  del  Cód¡go  General  deI  Proceso   "fa//ecy-do
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un  l¡t¡gante  o  declarado  ausente o en  ¡nterdicción,  el  proceso cont¡nuara  con  el  cónyuge,
el   a/bacea  o  con  tenencia  de  b¡enes,   los  herederos  o  erricorrespondiente  curador...",
Lxceptuándose  aquellos  casos  en   los  que  el   objeto  de  debate  se  trate  de  derechos
personalís¡mos  en  los  cLia'es  el  fallec¡miento  de  una  de  las  partes  ¡mplica  la  culm¡nación
del  proceso,  Empero,  tratándose  de  un  proceso  de  responsab¡l¡dad  fiscal,  es  apl¡cable  la
suces¡Ón  procesal,  toda  vez  que  la  acción  fiscal  pers¡gue  el  patrimonio  de  la  persona  y  no
a  la  PerSOna  miSma.                                                                                                    L

I

Adv¡ert:e además la Corte en su  providencia que u/a suctHÁór7 pmce5a/ se óa5a éy7  uG#'cü c/e
/os  pr¡nc¡p¡os  que  nutren  el  derecho  civil  en  Colombia.  Uno  de ellos  es  que  "e/  patrimonio
s¡rve  de  prenda  general  del  cumplimiento  de  /as  obligac¡ones''.  De tal  pr¡nc¡p¡o se der¡van
otros,  a  saber,  el  princ¡pio de que "los  bienes del d¡funto están  dest¡nados al  pago de las
deudas"  -que  se  evidenc¡a  en  var¡as  de  las  pos¡b¡l¡dades  que  el  ordenam¡ento  civ¡l  les
ofrece a /os acreedores-, y el pr¡nc¡p¡o de que ''las deudas hered¡tar¡as se div¡den entre los
herederos a  prorrata  de sus cuotas,",    En  efecto,  ante la  muerte de  una  de las partes lo
que se busca con esta ¡nstitución es una oportun¡dad tanto para los acreedores de obtener
/a  cancelac¡Ón  de  sus  créd¡tos,  así  como  para  los  herederoslide  part¡c¡par en  un  proceso
que   podría   llegar   a   perjud¡car   su   cuota   hereditar¡a   en  lcasó   de -un   fa/lo   definitivo
ac7M€ffi,..,? (Subrayado  nuestro)                                                              Í

l

Finalmente  la  Sentenc¡a  C-131  de  2003  del  18  de  febrero,  ¡nd¡ca  que: J"Aesum/er,c7o,  c/e /a
naturaleza  resarc¡toria  y  patrimonial  del  proceso  de  responsab¡lidad  fiscal  se  desprende
que los pr¡ncip¡os generales del derecho c¡v¡l en  mater¡a de suces¡Ón  procesal t¡enen p/ena
apl¡cación.  Tal  inst¡tución  no  desconoce  los  derechos  const¡tuc¡onales  de  los  herederos.
Por el  contrar¡o,  perm¡te  al  acreedor,  en  este  caso  al  estado,  buscar el  resarcim¡ento  de/
daño,   así   como   a   los   herederos   part¡cipar   en   cal¡dad  ide   partes,   con   todas   las
consecuenc¡as  que  ello  ¡mp/ica,  en  espec¡al  la  de  ejercer  el  derecho  de  defensa  en  un
proceso que afiecta  sus legít¡mos ¡ntereses  patr¡mon¡ales en  la  herencia del  causante.  Por
ello, s¡ no se cumple con el requ¡s¡to de la c¡tac¡Ón y emplazam¡ento, el proceso
correspondiente tendría un vicio de nulidad. TNe!ÍyriNI2is fueTa df= t!exhÍ,h

Visto  lo anterior,  med¡ante Auto deI  Os de abril  de  2022, sé dispuso solicitar informac¡ón
a   la   Notaría  del  Círculo  de  San   Luis-Tol¡ma,  y  a   la   Dirección  Secc¡onal  de  lmpuestos  y
Aduanas  Nac¡onales  DIAN  de  la  ciudad  de  lbagué-Tol¡ma,  para  que  nos  ¡nfórmaran  s¡  se
habIJa   presentado   el   proceso   sucesorio   del   señor   GUILLERMO   IGI\IACIO   ALVIRA
ESTRADA,    ¡dentfficado    con    la    cédula    de    ciudadanía    No.    3.046.352    de    Girardot-
Cund¡namarca   (q.e.p.d);   y   citar   y   emplazar   a   través  'de   un   periódico   de   ampl¡a
c¡rculac¡ón  nac¡onal  a  los  herederos  detem¡nadós  como  ¡ndeterminados  del  mencionado
señor Alvira  Estrada,  con  quienes  se  continuaría  el  presente  proced¡m¡ento  confórme  a  las
indicac¡ones  del  ya  citado  artículo   19  de  la   Ley  610  de  2000;  señalando  que  según  las
indicac¡ones   del   aftículo   108   de   la   Ley   1564   de   2012{ód¡go   General   del   Proceso,   se
escucharía  a  qu¡enes  resultaran  ¡nvolucrados  como  herederos  en  e'  caso  que  nos  ocupa;
valga  decir, frente a  los cargos planteados en el Auto de Apertura de lnvestigación  o en su
defécto  se  designaría  un  apoderado  de  ofic¡o  para  que  garantizara  el  deb¡do  proceso  y
derecho  a  la  defensa  según  las  ¡ndicaciones  del  artículo  29  de  la  C.N  y artículos 42 y 43  de
la  Ley 610 de 2000.

Sobre el  particular, se  adv¡erte que  por  medio  de  la  comun¡cac¡Ón  de entrada  CDT-RE-
2022Ú0002369  del  16 de junio  de  2022,  la  Notaría  ún¡ca de San  Lu¡s-ToI¡ma,  ¡nfoma  que
en  d¡cho  despacho  no  se  ha  adelantado  sucesión  alguna  respecto  al  señor  GUILLERMO
IGNACIO  ALVIRA  ESTRADA;   igualmente,  de  confom¡dad  con  la  comunicac¡ón  CDT-RE-
2022-00002509  del  28 dé junio de  2022,  Ia  D¡rección  de lmpuestos y Aduanas  Nac¡onales-
DIAN,  ind¡ca  que  consultada  la  pág¡na  de  la  Superintendencia  de  Notariado y  Reg¡stro  en
la   pestaña  de  liquidación  de  herenc¡as,   no  se  encontró  infomac¡Ón  de  la  sucesión  del
causante  alud¡do   (folios   119-121   y   122-124).   Seguidamente,   a  través  del   periódico   El

'                                                                                                                                                           '
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Espectador,   de   fecha   10   de  jul¡o   de   2022   (domingo),   se   procedió   con   el   respet¡vo
emplazamiento a  los herederos determinados e ¡ndeterm¡nados de referido c¡udadano, con
el  fin  de que se  h¡cieran  presentes dentro  del  proceso fiscal;  no  obstante,  no se  presentó
n¡ngún ¡nteresado para tal efecto.  En el  entend¡do entonces que se desconoce  la  identidad
de  algún  benefic¡ario,  en  aras  de  garantizar  el  debido  proceso  y  derecho  a  la  defensa
contemplado en  el  artículo  29  de  la  Const¡tuc¡ón  Política  y en  aplicac¡Ón  de  los artículos 42

y  43  de  la  Ley  610  de  2000,  según  las  cons¡derac¡ones  deI  Auto  del  Os  de  abril  de  2022,
se  procedió  con  la  designac¡ónlde  un  apoderado  de  oficio  con  quienes  se  continuará    el

procedimiento.  En  este  sent¡do,  el  aludido  artículo  42,  contempla:   "Í.Jfn  ábc/o  ca5o,  no
podrá  d¡ctarse  auto de ¡mputac¡Ón  de  responsab¡l¡dad fiscal  s¡ -el  preSuhtdJ responsab¡e no
ha  s¡do escuchado  previamente dentro de/  proceso en exposición  l¡bre y espontánea  o  no
está  representado  por un  apoderado  de  ofic¡o  si  no  comparec¡Ó  a  la  dil¡genc¡a  o  no  pudo
ser  localizado'€, y  d aiHJgJ±JopJ:3_-rtirid€m, d+spcme|.  "Nombramiento de apoderado  de  ofiic¡o.
Si  el  ¡mpl¡cado  no  puede  ser  local¡zado  o  c¡tado  no  comparece  a  rendir  la  versión,  se  le
nombrará  apoderado  de of¡c¡o  con  qu¡en  se cont¡nuará  el  trám¡te  del  proceso.    Para  este
efecto  podrán  designarse  miembros  de  los  consultorios  juríd¡cos  de  las  Facu/tades  de
Derecho  lega/mente  reconocidas  o  de  las  listas  de  los  abogados  ¡nscr¡tos  en  /as  l¡stas  de
aux¡liares  de  la just¡c¡a  conforme  a  la  ley,  quienes  no  podrán  negarse  a  cumpl¡r con  este
mandato so pena de ¡ncurr¡r en las sanc¡ones legales correspond¡entes" .

En   cumpl¡m¡ento   de   lo   anter¡or,   se   observa   que  el   estudiante  de  derecho   adscrito   al
consultorio  jurídico   de   la   Un¡versidad   Cooperativa   de   Colomb¡a-Sede   lbagué,   CARLOS
EDUARDO   ROJAS   CASTRO,   ¡dentificado   con   la   CIC   No   l,110,602.981   de   lbagué,   fue
des¡gnado    como    apoderado    de    ofic¡o    de    los    herederos    ¡ndeterminados    del    señor
GUILLERMO     IGNACIO    ALVIRA     ESTRADA,     ¡mpl¡cado     en     el     presente     proceso     de
responsab¡l¡dad fiscal  112-155-2018,  qu¡en  se  posesionó del  cargo  el  dl'a  O7 de sept¡embre
de  2022 y qu¡en  ha conoc¡do del trámite ade'antado (fol¡os  128-130).

Posteriormente,  en  desarrollo  de  la  investigac¡ón  adelantada  se  valoraron  las  pruebas
obrantes  al  proceso  y  las  aportadas  con  el  hallazgo,  procediéndose  luego-a  la  exped¡ción
del Auto de lmputación de Responsabilidad FiscaI No O27 de[ 30 de septiembre
de  2022,  de conformidad  con  el  artículo  48  de  la  Ley 610 de  2000,  contra  los  herederos
indeterminados   del   señor   GUILLERMO   IGNACIO   ALVIRA   ESTRADA,   identíficado   con   la
cédula  de  ciudadanía  3,046,352  de  Girardot-Cund¡namarca,  en  su  condición  de  Alcalde
Mun¡cipal    de   San    Lu¡s-Tolima,    para    la    época    de    los    hechos   (período    2012-2015),
representados   por   el   apoderado   de   ofic¡o   señor   CARLOS   EDUARDO   ROJAS   CASTRO,
¡dentificado  con  la  C.C  No  1.110.602.981  de  lbagué,  estudiante  de  derecho  adscr¡to  al
consultorio juríd¡co de  la  Universidad  Cooperat¡va  de Colombia-Sede lbagué;  por el daño
patrimon¡al  ocasionado  al  mun¡c¡pio  de  San  Luis-Tolima,  en  la  suma  de  $6.160.000.oo;
teniéndose como  tercero  c¡vilmente  responsable,  garante,  a  la  compañía  de  seguros  LA
PREVISORA S.A,  d¡stinguida  con  el  NIT 860.002.400-2,  quien  el  21  de  octubre  de  2014,
exp¡dió  a  favor  del  municip¡o  de  San  Luis-Tolima,  el  seguro  manejo  póliza  global  sector
ofic¡al   número  3000002,  con  vigencia  desde  el   17  de  octubre  de  2014,  hasta  el   17  de
octubre  de  2015,  amparándose  allí los fallos  con  responsab¡lidad  en  que  pud¡eran  incurr¡r
sus   empleados   durante   la   v¡genc¡a   de   dicha   póliza   y   por   una   valor   asegurado   de
$20.000IOOO.oo,  y en  el  entendido  que  su  responsab¡l¡dad  solo'se  pred¡cará  respecto  a  la
clase  de  póliza  adquir¡da,  el   monto  de  su  respect¡vo  amparo,  el  deducible  acordado  y
per¡odo afianzado  (fol¡os  132-142).

Frente  a  la  decisión  adoptada,  esto  es,  contra  el  aiudido  Auto  de  lmputación,  se
presentaron  los  respect¡vos  descargos  y  se  sol¡citó  la  práct¡ca  de  pruebas,,  tal  y  como  se
ind¡ca  a  cont¡nuación:

-  Mediante  comunicac¡ón  con  radicado  de  entrada  CDT-RE-2022-00004307  del  21  de
octubre   de   2O22   (fol¡os   149-151),   el   señor   CARLOS   EDUARDO   ROJAS   CASTRO,
¡dent¡ficado  con  la  C.C  No  1.110.602.981  de  lbagué,  estudiante  de  derecho  adscrito  al
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consultorio  jurl'dico  de  la  Univers¡dad  Cooperat¡va  de  Colombia-Sede  lbagué,  apoderado
de   ofic¡o   de   los   herederos   ¡ndeterm¡nados   del   señor   GUILLERMO   IGNACIO   ALVIRA
ESTRADA,  presgnta  los  argumentos  de  defensa  contra  el  Auto  de  lmputac¡Ón,  los  cuales
serán anal¡zados y valorados previa  decisión  que en  derecho corresponda y frente al tema
probator¡o  no solicita  la  práct¡ca  de prueba  alguna.

-  Por  su  parte,  la  compañiJa  de  seguros  LA  PREVISORA  S.A,  representada  por  su
apoderado judic¡al  doctor  ELMER DARIO  MORALES  GALINDO,  ¡dentificado  con  la  C.C
No 93.384.967 de lbagué y T.P   1271693  deI  C.  S de  la J,  conforme al  radicado de entrada
CDT-RE-2022-00OO4445    del    26    de    octubre    de    2022    (folios    152-158),    rad¡ca    los
argumentos  de  defensa  frente  al  Auto  de  lmputación,  explicando  entre  otros  asuntos,
cuáles son  los alcances y responsabil¡dad  del  contrato de seduro,  razones éstas que serán
estudiadas  previa  dec¡s¡ón  de fondo y respeto  al  tema  probatorio sol¡c¡ta  que se oficie a
LA  PREVISORA SIA -COMPAÑÍA  DE  SEGUROS  (Direcc¡ón:  Calle  57  #  9-07  de  la  ciudad  de
Bogotá  D.C.  y Correo electrónico:  notificac¡onesjud¡ciales@prev¡sora.gov.co),  para  que con
destino   y   para    que   obre   en    el    Proceso   de    Responsab¡lidad    Fiscal    112-155-2018,
CERTIFIQUE,  el  estado actual  de  la  Póliza  No.  3000002 SEGURO  MANEJO  POLIZA GLOBAL
SECTOR  OFICIAL,   teniendo   como  Tomador   al   MUNICIPIOI  DE   SAN   LUIS   -  Tolima,   a
efectos de establecer si a  la fecha esta  ha s¡do afectada y cuál es su  monto d¡sponible|

1

En el  presente caso, se advierte,  que corresponde a  la  Contraloría  Departamental  del
Tol¡ma,   est:ablecer   la   responsab¡l¡dad   que   se   der¡ve   de   la   gestión   fiscal,   ¡mponer   las
sanc¡ones   pecun¡ar¡as  que  sean   del   caso,   recaudar  su   monto  y  ejercer  la  jurisd¡cción
coactiva  sobre los  alcances  deducidos  de  la   misma,   la  cual   constituye  una  especie  de
responsab¡l¡dad   patr¡mon¡al   exigible  a   los  servidores  públicos  o  a  quienes  desempeñen
func¡ones  públicas  que  por acc¡ón  u  omisión  y en  forma  dolosa  o  culposa  causen  un  daño
al  patr¡mon¡o  del  Estado,  al  tenor  de  lo  señalado  en  los  artículos  6,  123,  124,  209,  267
inciso  3,  268 y 272 ¡ncíso  6,  de  la  Constituc¡ón  Polít¡ca  de Colombia,  Ley 610 de 2000,  Ley
1474 de 2011,  Ley 1564 de 2012 y demás normas concordant:es.

1

El  artículo  3  de  la  Ley  610  de  2000,  establece  que  la  gest¡Ón  fiscal,  es  el  conjunto  de
actividades  económicas,  jurídicas,  tecnológ¡cas,  que  real¡zanwlos  serv¡dores  públ¡cos  y  las

personas  de  derecho   pr¡vado  que   manejen   o   adm¡n¡stren ,lrecursos  o  fondos   públ¡cos,
tend¡entes  a  la  adecuada  y correcta  adqu¡s¡c¡ón,  planeac¡ón,  conservación,  admin¡strac¡Ón,
custodia,  e-xplotación,  enajenac¡ón,  consumo,  adjud¡cac¡ón,  gasto,  invers¡ón  y  d¡sposición
de  los  b¡enes  públicos,  así  como  la   recaudación,   manejo  e  ¡nvers¡Ón  de  sus  rentas  en
orden  a  cumpl¡r  los fines  esenc¡ales  del  estado,  con  sujeción  a  los  pr¡ncip¡os  de  legal¡dad,
eficienc¡a  economía,  eficacia,  equidad,  ¡mparc¡alidad,  moral¡dad,  trasparenc¡a,  publ¡cidad  y
valorizac¡ón  de  los costos amb¡entales.

En  este  sent¡do,  ha  de  tenerse  en  cuenta  que  como  el  proceso  de  responsab¡l¡dad  fiscal
que   se   adelanta   debe   contar   con   un   material   probator¡o   que   le   permita   tomar   las
dec¡s¡ones  que  en  derecho  corresponda  y  en  vista  que  algunas  de  las  partes  aportaron
material  probator¡o  para  aclarar  y/o  justif¡car  los  hechos  que  motivaron  el  ¡nic¡o  de  este

proced¡miento, _las  m¡smas   (documentos  probator¡os  aportados),  serán  valorados  en  el
momento oportuno;  esto es,  antes de adoptar una decisión de fondo, dando apI¡cac¡ón así
al  artículo  22  de  la  Ley  61O  de  200O,  que  sobre  este  aspecto  señala:   Necesidad  de  la

prueba. Toda  prov¡dencia  d¡ctada  en  el  proceso  de  responsabil¡dad fiscal debe fundarse en
pruebas  legalmente  produc¡das  y  allegadas  o  aportadas  al  proceso  (Concordante  con  el
artículo  164 de la  Ley 1564 de 2012)i                                                    l

Frente   a   los   pr¡nc¡p¡os   qe   [a   activ¡dad   probator¡a   debe   advertirse   que   la
conducencia  de éstas  es  la  comparac¡Ón  entre  el  medio  probator¡o y  la  ley,  a fin  de saber,
si  el  hecho se  puede demostrar `en  el  proceso,  con  el  empleo de ese medio  probator¡o;  es
dec¡r,  la  ¡doneidad  legal  que t¡ene una  prueba  para  demostrar determ¡nado hecho.

En  cuanto  a  la  pert¡nencia,  debe  dec¡rse  que  es  la  adecuac¡ón  entre  los  hechos  que  se
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pretenden  llevar  al  proceso  y  los  hechos  que  son  tema  de  la  prueba  en  éste.  En  otras
palabras,  es  la  relación  de facto  ent:re  los  hechos  que  se  pretenden  demostrar y el  tema
del  proceso.

Y respecto a  la  ut¡lidad en  térm¡nos generales,  implica su  capacidad  procesal  para  producir
certeza  o  poder  de  convenc¡miento  sobre  los  hechos  que  pretenden  probar,  esto  es,  s¡
éstos  van  a  ser  út¡les  para  resolver  el  caso  en  particular.  Una  razón  de  ¡nut¡l¡dad  de  la
prueba   es   la   superabundancia,   es   dec¡r,   cant¡dad   excesiva   de   elementos   de   prueba
refer¡dos al  mismo  hecho.

Ha  dicho el  legis'ador respecto de  las características de  las  pruebas ``(...)  en e/ sen¿,-do c/e
que  la  conducenc¡a  se  predica  de  /a  prueba  y  la  pert¡nenc¡a  de  los  hechos  materia  de/
proceso,  pero  n¡nguna  prueba  será  conducente  s¡no  es  apta  para  l/evarnos  a  la  verdad
sobre los hechos objeto de/  procesam¡ento,  que a su vez son  /os ún¡cos jertinentes.   Son
dos   caracteres   ¡nseparables,    porque   s¡    la    prueba    nos   guía    a   establecer   hechos
completamente  ajenos  al   proceso,   no  sÓ/o  es  impert¡nente  sino  que  tamb¡én   resu/ta
¡nconducente,  pues se ha separado drást¡camente del único objeto señalado en el proceso
como plan  de acción.  La conducenc¡a sólo puede apreciarse a través de una  re/ac¡Ón de /a
prueba con los hechos (pertinenciaJ' i

La  ut¡l¡dad  de  la  prueba  tiene  que ver con  ",..e/ aporie 7ue puec/e //ei,Jr é,/p,oceso pa,a
cumpl¡r el f¡n  de crear certeza  de los  hecho§ en  el  ánimo del func¡onar¡o jud¡cial,  en  otros
términos,. el   poder  enr¡quecedor  del   conjenc¡m¡ento  del  juez  que  determ¡nada   prueba
COnlleva'd

Es  decir,   que   los  elementos  aduc¡dos  al   proceso  con   la   intención  de  demostrar  cierta
c¡rcunstanc¡a,  deben  tener  la  vocac¡Ón  de  serv¡r  para  el  f¡n  concebido,  tal  como  es  el  caso
de  llevar convencim¡ento  al  func¡onar¡o  fallador;  peró  cuando  d¡cha  prueba  no  es  útil  para
brindar  clar¡dad   a   la   materia   entonces  se  torna   superflua.   Así:    ".../a  p,ve4a  es  ,-nú¿7'/
cuando  sobra,  por  no  ser  idónea,  no  en  sí  misma,  s¡no  con  relac¡Ón  a  la  ut¡l¡dad  que  /e
debe  prestar a/  proceso,  ya  que este solo  puede recaudar las pruebas  necesar¡as para  el
pronunciamiento  del  fallo.  S¡  nos  valiéramos  de  una  metáfora,  podríamos  dec¡r  que  el
proceso debe consum¡r las pruebas que le sean absolutamente necesar¡as para  pronunc¡ar
el  fallo  y  que  no   puede  darse  el   lujo  de  recaudar  pruebas  que  sobren,   superfluas,
redund`antes o corroborantes, cuando esto no sea abso/utamente necesariol2

Entonces,  la  ut¡lidad  de  la  prueba  compromete  no sólo  la  certeza  del fallador s¡no también
los  principios  de  la  func¡ón   pública,  ya  que  ambos  concurren  en  la  ¡dea  de  la  eficac¡a,
economía  y  celeridad,   pr¡ncip¡os  que  buscan  la   real¡zac¡ón  de  una  adm¡n¡stración  ágil  y
transparente  en  la  resolución  de  los  asuntos  sometidos  a  su  cons¡derac¡ón,  motivo  por el
cual,  la  práctica de pruebas de hechos que se encuentren esclarecidos dentro del  proceso,
o  de  pruebas  que  t¡endan  a  demostrar  un  mismo  hecho,  por  la  redundancia  establecida,
resultan  superfluas  frente  a   los  ¡ntereses  de  la   búsqueda  de  la  verdad  y  eficac¡a  que
deben  componer la  administración  públ¡ca.

De  lo  anter¡or  debe  decirse  que  las  pruebas  conducentes,  pert¡nentes  y  út¡les  al  proceso
son   aquellas   que   dentro   del   tracto   probator¡o  y  escudr¡ñado  su   potenc¡al   no   deje   al
operador    duda    alguna    para    su    aplicac¡ón    e    interpretac¡Ón.    En    tal    ejerc¡c¡o    y    en
concordanc¡a  con  la  pr¡mogenia  polít¡ca  establecida  en  el  arti'culo  29  literal  cuarto  (4),  el
cual  hace  referencia  al  debido  proceso  y  reza  en  sus  apartes  finales  ``roc7a  pe,5ona  5e
presume  ¡nocente  m¡entras  no  se  la  haya  declarado  jud¡c¡almente  culpab/e.  Qu¡en  sea
sind¡cado t¡ene derecho a la defiensa y a la as¡stenc¡a de un abogado escog¡do por él, o de

l  LÓPEZ  BLANCO,  Hemán  Fabio,  Procedimiento  C¡vil-Pruebasi  Ed.  Dupre  Editc,res,  Bogotá D.C.,  2OO1,  Pág.  59-60.

2 PARRA QUIJANO,  Ja¡ro,  manual de  Derecho  Probatorio-Quinta  Ediciór,,  Librería  Ed¡ciones del  Profesional  Ltda.,  Bogotá-

Colomb¡a,  Pág.157.
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ofiFio,   durante   la   investigac¡Ón   y   el   juzgam¡ento;   a   un  ideb¡do   proceso   público   s¡n
dilac¡ones  injustificadas;  a  presentar  pruebas  y  a  controvert¡r  las  que  se  alleguen  en  su
contra;  a  ¡mpugnar la sentenc¡a  condenator¡a, y a  no ser juzgado dos veces por el  m¡smo
hecho.   Es nula, de pleno derecho, la  prueba obten¡da con v¡olac¡Ón del deb¡do procesd'.

Dado que el objeto de las pruebas ordenadas en  un  proceso es el dé establecer los hechos
ocurr¡dos,  y  ya  que  el  fin  de  la   misma  está  d¡rigido  a  crear  certeza  en  el  fallador  del
asunto,  es  necesario  estudiar,  lo  referido  a  la  conducenc¡a,  pert¡nenc¡a  y  ut¡lidad  de  la

prueba  con  m¡ras  a  que  dentro  del  proceso  obren  sólo  aquellas  que  resulten  idóneas  y
necesar¡as,  que tengan  aptitud  de  probar y esclarecer aquello que se qu¡ere resolver,  que
se refieran  a  los  hechos del  proceso y que respeten el  princ¡pio de economía  procesal.

En  virtud  de  lo  antes  dicho,  por  considerarse  ¡nconducehte,  impert¡nente  e  inút¡I,  se
negará  la  práct¡ca de la  prueba  requer¡da  por el tercero cMlniente responsable, gar~a,nte, a
través  de  su  apoderado  jud¡c¡al,  a  saber=  Ofic¡ar  a  LA  PREVISORA  S.A  -  COMPANIA  DE
SEGUROS,  para  que  con  dest¡no  y  para  que  obre  en  el  proceso  de  responsabil¡dad  fiscaI
112-155-2018,  CERTIFIQUE,  el  estado  actual  de  la  Pól¡za  No.  3000002  SEGURO  MANEJO
POLIZA GLOBAL SECTOR OFICIAL,  teniendo  como Tomador al  MUNICIPIO  DE SAN  LUIS -
Tolima,  a  efectos  de  establecer  s¡  a  la  fecha  esta  ha  sido  afectada  y  cuál  es  su  monto
disponible;  en  el  entendido  que  d¡cha   información  es  de  conoc¡m¡ento  propio  de  la
m¡sma  compañía  de  seguros  y  para  el  órgano  de  control,  en  el  evento  de  un  fallo  con
responsab¡l¡dad  y  en  la  etapa  coactiva  prop¡a  del  proceso  fiscal,  obviamente  se  rev¡sarán
estos elementos de ju¡c¡o  para  hacer efect¡vo o  no  el  cobro y pago  del  valor determinado
en  la  dec¡sión  de  fondo,  según  el  caso;  esto  es,  no  hay  lugar  a  soI¡c¡tar  la  ¡nformación
requer¡da,  por  cuanto  la  m¡sma  ya  es  conoc¡da  por  la  parte  interesada  y  en  camb¡o  sÍ,
constituye  un  desgaste adm¡nistrativo ¡nnecesar¡o  para  este despacho,  Por lo antes dicho,
no  se  procederá  a  decretar  la  práct¡ca  de  dicha  prueba,  s¡guiendo  las  ¡ndicac¡ones  del
artículo  168 de  la  Ley  1564 de 2012 -Cód¡go General  del  Proceso, que consagra:   ``El juez
rechazará,    med¡ante    prov¡denc¡a    mot¡vada,     las    pruebas    ¡Iíc¡tas,    las    notoriamente
¡mpertinentes,  las ¡nconducentes y las manifiestamente'superfluas o inút¡les".

.

En  mérito de lo anteriormente expuesto, este Despacho,

RESU ELVE                      i

ARTÍCULO  PRIMERO=  Negar  la  práct¡ca  de  la  prueba  requerida  por  el  doctor  ELMER
DARIO     MORALES    GALINDO,    apoderado    jud¡cial    de    la   icompañía    de    seguros    LA
PREVISORA     S.A,     tercero     c¡v¡lmente     responsable,     garante,     por     considerarse
¡nconducente,    impert¡nente   e   inút¡I,   de   conformidad   con   las   razones   e   ind¡caciones
anteriorménte expuestas.                                                                        i

l

ARTÍCULO SEGUNDO:  Conforme al  artículo  106 de  la  Ley  1474 de 2011,  notifirquese  por
Estado  la  presente  prov¡denc¡a  a  los presuntos responsables fiscales para  la  época  de  los
hechos,  haciéndoles  saber que  contra  este Auto  procede el  recurso  de  repos¡ción  ante  la
D¡recc¡Ón Técn¡ca  de  Responsabilidad  F¡scal y el  recurso de apelación  ante el  despacho  del
Contralor   Departamental   del   Tolima,   dentro   de   los   c¡nco   (5)   días   s¡guientes   a   su
not¡ficación según  las ¡ndicac¡ones del  artículo  51  Ley 610 de 2000.

l

Nombre
Cédula
Cargo

CARLOS EDUARDO ROJAS CASTRO
1-110-602-981  de lbagué              i
Apoderado de  ofic¡o  de  los  heréderos  indeterm¡nados del
señor       GUILLERMO       IGNACIO       ALVIRA       ESTRADA,
identificado  con   la   cédula   de iciudadanía  3.046.352  de
G¡rardot-Cundinamarca,    en    su    condición    de    Alcalde
Mun¡cipal    de   San    Lu¡s-Tol¡ma,    para    la   época    de   los
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Dirección :

Nombre
Cédula
Cargo

Dirección

hechos (período 2012-2015)
OJrreo:  carios.roiascas@camDusucc.edu.co   J(fol¡o  149)

cam¡lo.ferrob@camDusucc.eti.co   (folio  129)

ELMER DARIO MORALES GALINDO
93.384.967 de lbagué y T.P   127.693 del  C.  S de  la J
Apoderado   judic¡al    de    la    compañía    de    seguros    LA
PREVISORA     S.A    /     tercero     civilmente     responsable,

garante
Correo:   contraloria@msmcabociados,com     (fol¡o  158)

ARTÍCULO  TERCERO:  Remítase  a  la  Secretaría  General  y  Común  de  este  órgano  de
contro',  para 'o de su competencia.

:...\``   =`\       \      t   `    `'.`.
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